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El presente artículo pretende analizar los límites a las facultades del Estado para restringir derechos 
fundamentales en Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en Colombia, desde los 
lineamientos constitucionales, posturas jurisprudenciales, así mismo, los mecanismos jurídicos 
efectivos para limitar el poder del Estado, poniendo en contexto la situación presentada con los 
adultos mayores de 70 años en la pandemia Covid 19 a causa del confinamiento prolongado por 
parte del Estado mediante decretos presidenciales, los cuales fueron accionados a través de una 
tutela que amparó los derechos fundamentales tales como la libertad, el derecho de libre 
locomoción, igualdad y libre desarrollo de la personalidad. Teniendo en cuenta el precepto de un 
Estado Social de derecho, los individuos gozan de garantías constitucionales que les permiten el 
disfrute de estos bienes jurídicos y su protección, es importante conocer que estos no son ilimitados 
y existen situaciones específicas y de complejidad que permiten que el ejecutivo imponga ciertas 
restricciones, sin embargo, sus potestades en esta materia no pueden perjudicar el bienestar de la 
población. 
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This article aims to analyze the limits to the powers of the State to restrict fundamental rights in a 
State of Economic, Social and Ecological Emergency in Colombia, from the constitutional 
guidelines, jurisprudential positions, as well as the effective legal mechanisms to limit the power 
of the State, putting into context the situation presented with adults over 70 years of age in the 
Covid 19 pandemic due to prolonged confinement by the State through presidential decrees, which 
were triggered through a guardianship that protected fundamental rights such as freedom, the right 
of free movement, equality and free development of the personality. Taking into account the 
precept of a Social State of law, individuals enjoy constitutional guarantees that allow them the 
enjoyment of these legal assets and their protection, it is important to know that these are not 
unlimited and there are specific and complex situations that allow the executive impose certain 
restrictions, however, its powers in this matter cannot harm the well-being of the population. 
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Los derechos fundamentales guardan una trascendencia y cobran importancia en la protección de 
la dignidad humana, bienes jurídicos que le pertenecen a la persona humana por su misma 
naturaleza, y de tal manera se consignan y se garantizan en la Constitución, la Ley y los tratados 
internacionales. 
 
Sin embargo, los derechos fundamentales no son ilimitados, si bien pregonan la protección 
de la dignidad humana, se fundamentan también en la constitución de un orden social y justo, que 
propicie la convivencia en comunidad. De tal manera es la esencia del Estado social de derecho, 
precepto del Estado Colombiano, el cual se funda en el respeto de la dignidad humana, el trabajo, 
la solidaridad de las personas y la prevalencia del interés general. (Constitución Política, 1991). 
  
Igualmente, el Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCyP), 
indica que aun cuando los ciudadanos cuentan con derechos, también poseen deberes con relación 
a otros semejantes y a la comunidad con el fin de garantizar el orden social, así mismo, la seguridad 
de todos en procura del bien común. (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966). 
 
La limitación a los derechos ha sido contemplada como una de las facultades del Estado, 
claro está en situaciones especiales que sean del interés general, esté autorizada por la constitución 
y la Ley, así como de la Corte Interamericana de derechos humanos (CorteIDH. OC 6-86, 1986). 
La Constitución Política de Colombia, mediante su artículo 215 establece dicha restricción de los 
derechos invocando que cuando acontezcan situaciones que conlleven a una calamidad pública 
grave, el presidente de la república tendrá la facultad, contando con la firma de todos sus ministros, 
de declarar el estado de emergencia. (Constitución Política, 1991). 
 
La Carta Política de 1991, al establecer el régimen de estados de excepción, sin embargo, 
aun cuando se está en una situación de anormalidad y emergencia no le asisten facultades 
ilimitadas al poder del ejecutivo, los límites a este poder están sujetos a un control político, control 
jurídico y control de legalidad, los cuales recaen sobre la declaratoria de estado de excepción y 
sobre los posteriores decretos en desarrollo del mismo. (Sentencia C-802 de 2002). 
 
Sin embargo, aunque el Estado tenga la facultad de limitar derechos, basado en sus fines 
legítimos, esta potestad no es ilimitada, teniendo en cuenta la teoría límite de los límites, el 
principio de la proporcionalidad y la razonabilidad regla esta actividad estatal, para exigir al ente 
estatal la protección de la persona contra decisiones estatales excesivas que causen al ciudadano 
un perjuicio mayor que el interés público, así mismo mediante la razonabilidad ponerle un alto a 
la arbitrariedad de la administración (Sapag, M, 2008). 
 
La proporcionalidad, aun cuando no está explícitamente incorporada en la Constitución 
política, recobra importancia al contemplarse como principio de interpretación constitucional 
inherente al Estado social de derecho, el cual garantiza que el poder público actúe sin extralimitarse 
en sus funciones (Sentencia C144 de 2015). Es entonces el principio o test de proporcionalidad 
una herramienta que se desarrolla a través de una reflexión valorativa a lo largo de a). una 
 
 
evaluación de las consecuencias negativas que puedan llegar a tener ciertas medidas 
fundamentadas con fines establecidos constitucionalmente genere un perjuicio mayor al del interés 
general y b). toma la suficiencia del medio elegido para el propósito deseado determinando si los 
intereses jurídicos se hallan nivelados o existe alguno que una condición desfavorable. (sentencia 
C-835 de 2013). 
 
A partir de la situación socio política mundial generada por la pandemia Covid 19, y desde 
el primer caso confirmado de contagio en el país el día 6 de marzo de 2020, el gobierno nacional 
comienza a estudiar una serie de medidas con el fin de hacerle frente a la problemática de salud 
pública que veía venir, y de esta forma se hace necesario declarar el día 17 de marzo de 2020, el 
Estado de Emergencia Social y Ecológica. Cabe aclarar que esta decisión tuvo antecedentes 
fundamentales a nivel internacional, que se remontan a inicios del año 2020, cuando la OMS 
declaró el brote del Covid 19 como emergencia de salud pública, así mismo, el 9 de marzo de ese 
mismo año dicha organización solicitó a todos los países adoptar medidas que pudieran prevenir 
la propagación del virus, para el 11 de marzo fue denominada esta enfermedad como pandemia. 
Fue así como el gobierno nacional tomó diferentes medidas con el fin de controlar la propagación 
del virus Covid 19, entre estas, se da inicio al periodo de cuarentena en todo el territorio nacional 
(Decreto 417, 2020). 
 
Entre estas medidas de aislamiento como forma de prevención de contagio del Covid 19, el 
gobierno nacional expidió los Decretos 749 y 847 de 2020, y las Resoluciones 464 y 844 del 2020 
del Ministerio de Salud y Protección Social con las cuales se implementó el aislamiento obligatorio 
para mayores de 70 años hasta el 31 de agosto de 2020, coyuntura que expone reflexiones jurídicas, 
sociales y psicológicas frente a los alcances de las facultades del Estado y la limitación de derechos 
fundamentales que afecta a esta porción de la población (portafolio.co, 2020). 
 
Lo anteriormente expuesto, ocasionó que un grupo de adultos mayores de 70 años 
interpusiera una tutela con el objetivo de abolir las mencionadas restricciones que impuso el 
gobierno de Colombia en tiempos de pandemia Covid 19, bajo el argumento de que con estas 
resoluciones se vieron afectados sus derechos a la libertad de libre locomoción, igualdad y libre 
desarrollo de la personalidad (ambitojuridico.com, 2021). 
 
De esta manera se denota la importancia de analizar el alcance de las facultades del Estado 
para limitar derechos fundamentales, que aun siendo legitimas en situaciones de extrema urgencia 
y de interés general, pueden llegar a afectar la integridad de las personas, tal como se vieron 
afectados los adultos mayores de 70 años con la prolongación de su confinamiento obligatorio 





El presente artículo se enmarca bajo un enfoque jurídico cualitativo, propio de un tipo de 
investigación descriptiva y explicativa que utiliza como instrumento de investigación la ficha de 
análisis documental y jurisprudencial y como técnica el análisis de contenidos. 
 
 
     Conducido por un método de investigación hermenéutico jurídico, a partir de la interpretación 
sistemática del ordenamiento jurídico y el precedente constitucional en Colombia.  Se tomarán 
como fuentes secundarias la legislación, la doctrina y el derecho comparado. La herramienta de 
recolección de datos empleada es el análisis jurisprudencial (Yáñez Meza, 2014).  
 
     Por ser un estudio de tipo documental no cuenta con una población específica como tal, no 
obstante, se analizará el impacto causado a la población mayor de 70 años a causa de la expedición 
de las Resoluciones 464 y 844 del 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social y los Decretos 
749 y 847 de 2020. 
 
     Así mismo el presente trabajo versará las normas y/o sentencias en las que se relacione los 
derechos humanos, el derecho constitucional y la limitación de la rama ejecutiva en los estados de 
excepción a nivel nacional. 
 
 
LÍMITES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN EL MARCO DE LOS ESTADOS DE 
EMERGENCIA EN EL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL COLOMBIANO. 
 
 
Los derechos fundamentales aun con toda la relevancia que constitucional, jurisprudencial e 
internacionalmente demandan, no tienen el carácter de absolutos, bajo el argumento de la 
protección de la dignidad humana, la cual es premisa fundamental en el orden público, y propende 
por el respeto de los derechos del otro y el bien común. (Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, 1966). De no existir estamentos que controlen la absolutidad de los derechos, sería 
imposible un orden social, basado en la seguridad, el orden y la moral pública, las cuales son 
esenciales en un Estado social de derecho. 
 
La facultad del Estado para ponerle orden a una sociedad en un estado de normalidad es 
fundamental para posibilitar la convivencia social, reconociendo derechos y deberes de sus 
asociados, así como principios que regulan su poder (Díaz, 1998, p. 7). 
 
Teniendo en cuenta la importancia de controlar las libertades y derechos de los ciudadanos 
para convenir un orden social en situaciones de normalidad pública, es preciso para el objeto de 
este artículo contextualizar los eventos en los cuales el Estado cuenta con facultades especiales 
para restringir derechos fundamentales con el propósito de resguardar el interés general.  
 
Existen diferentes clases de limitaciones o restricciones a los derechos fundamentales, de 
acuerdo con las circunstancias en las que operan pueden ser limitaciones ordinarias o 
extraordinarias; las limitaciones ordinarias, se dan en el ejercicio de derechos en condiciones 
cotidianas constitucionales, se aplican como regla para mantener el orden social y el respeto por 
los derechos del otro; ahora bien las limitaciones extraordinarias, radican en contextos de 





Carl Schmitt, formuló la teoría del estado de excepción en su obra “La Dictadura” en 1921, 
y es precisamente él, quien define al estado de excepción como una situación de necesidad, en la 
cual el Estado busca llevar a cabo todo lo que sea necesario para lograr el objetivo de alcanzar la 
normalidad socio-política. (Tobon Tobon, 2017). De tal manera que se trata de situaciones 
excepcionales, ya sea por causas internas o externas (guerras, conflictos armados, pandemias, otras 
calamidades públicas) en las que se ve amenazada la existencia del Estado, por tanto, es 
indispensable disponer de medidas extremas para recomponer el orden público y la seguridad 
estatal, a través de facultades especiales que conducen a la restricción de derechos.  
 
La Constitución de 1991, estableció tres tipos de estado de excepción, los cuales son  estado 
de guerra exterior (art. 212 C. P.), estado de conmoción interior (art. 213 C. P.), y estado de 
emergencia económica, social y ecológica (art. 215 C. P.), estos además se reglamentan en la Ley 
Estatutaria 137 de 1994, regulándose en ella la protección a los derechos humanos durante la 
declaratoria de los mismos a través de la determinación de las facultades del Estado, controles y 
garantías a estos bienes jurídicos (Constitución Política, 1991).  
 
La Corte Constitucional colombiana ha sido clara en determinar la exequibilidad de la Ley 
Estatutaria 137 de 1994 y a su vez advirtiendo que las facultades especiales otorgadas al Presidente 
de la República en estos casos excepcionales no pueden superar el núcleo esencial de los derechos 
fundamentales, de igual forma señala que sólo se puede hacer uso de las mismas cuando la ocasión 
excepcional lo amerite (Sentencia C-179 de 1994). Cabe resaltar que la garantía de imposibilitar 
la desaparición, supresión, perdida de un derecho se debe al núcleo esencial, puesto que este 
asegura el objeto del derecho (Gavara de Cara,1994, p. 226). De lo anterior se deduce que todo 
derecho fundamental se constituye de una zona blanda, la cual es permeable de sufrir alguna 
afectación o suspensión; y su zona dura, aquella que es intocable, sobre la cual se prohíbe tocar, 
limitar o afectar, correspondiendo así al estado social de derecho. En Sentencia C- 556 de 1992, la 
Corte estudia por primera vez la constitucionalidad de los decretos legislativos en estados de 
excepción, señala que, si bien el Estado se reviste de poderes excepcionales en estados de 
excepción para limitar libertades y derechos con el fin de dar solución a la crisis del momento, 
estas facultades no pueden superar el núcleo esencial de los derechos, por tanto, se debe respetar 
la dignidad del hombre, la cual está garantizada en dicha zona intocable.  
 
Por su parte, la Carta Política, define tres clases de controles (jurídico, político y de 
legalidad) los cuales confluyen sobre los decretos legislativos emitidos durante las instituciones 
de excepción, los mismos se dan en cabeza de la Corte Constitucional, el Congreso de la República 
y la Jurisdicción Contencioso Administrativa, respectivamente, esto con el fin de ponerle limites 
al abuso de poder en estos eventos extraordinarios. (Constitución Política, 1991). 
 
Teniendo en cuenta el tema objeto de estudio del presente artículo, se pondrá en contexto el 
estado de emergencia, social y ecológica, o de grave calamidad pública, consagrado en el artículo 
215 constitucional, el cual expone que este estado de emergencia podrá declararse de acuerdo con 
la situación que altere el orden ( económica, social, ecológica, grave calamidad), sin embargo la 
Corte Constitucional en (Sentencia C-135 de 2009) establece que estos escenarios de alteración 
del orden pueden confluir en un mismo momento, de igual forma la Corte ha expresado que el 
objetivo del estado de emergencia es “conjurar la crisis económica, social o ecológica 
 
 
correspondiente y (…) contener la extensión de sus efectos con el fin de retornar a la situación 
normal anterior” (Sentencia C-254 de 2009).  
 
Por su parte la declaratoria del estado de emergencia debe sujetarse a unos requisitos 
formales y materiales, de acuerdo con la jurisprudencia (Sentencia C-004 de 1992) y la Ley 137 
de 1994. De tal manera que formalmente la Corte revisará si el decreto que declara el estado de 
emergencia está debidamente motivado, si se halla la firma del Presidente de la República y todos 
sus ministros, la fijación del plazo no superior a 30 días y su prorroga no superará los 90 días del 
año en curso, así mismo la determinación del ámbito territorial, si se puso en conocimiento de los 
organismos internacionales al día siguiente de la declaración, y por último si para tal evento el 
Congreso estaba reunido o de no haber estado reunido, se hizo la respectiva convocatoria para 
dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del estado de emergencia (Sentencia C-004 de 
1992).  
 
En cuanto a los requisitos materiales, la Corte deberá estudiar si la declaratoria del estado de 
emergencia es concordante con lo reglado por el artículo 215 superior referente a si concurre el 
evento extraordinario o perturbador; si está explicita la justificación por parte del gobierno 
nacional del por qué esta alteración del orden económico, social, ecológico o de calamidad pública 
es perentoria; y si determina la necesidad de optar por las medidas excepcionales para restablecer 
el orden público (Sentencia C-216 de 2011). 
 
Además, la Corte Constitucional, reitera como garantía para los trabajadores colombianos y 
en concordancia con el artículo 215 constitucional, que el gobierno no podrá desmejorar sus 
condiciones y derechos sociales en razón de los decretos legislativos emitidos durante el estado de 
excepción (Sentencia C-179 de 1994).  
 
Otro de los mandatos de la Ley 137 de 1994 en torno al estado de emergencia radica en la 
prohibición de la suspensión de los derechos fundamentales y las libertades públicas, así como la 
interrupción del normal funcionamiento de las ramas del poder público, igualmente suprimir o 
modificar las funciones básicas de acusación y juzgamiento (Ley 137 de 1994).  
 
De lo anterior se puede deducir que en cabeza de los gobernantes está la labor de generar 
escenarios en donde sea posible una convivencia armónica, procurando que la dificultad del hecho 
perturbador no supere la normalidad y así su gestión se de en conformidad con las garantías 
constitucionales de los ciudadanos sin que se tenga que declarar el estado de emergencia; sin 
embargo, cuando se estime esta declaratoria por condiciones excepcionales y aunque resulte licito 
determinar ciertas restricciones a los derechos y libertades constitucionales, no quiere decir que se 
suspenda temporalmente el Estado social de derecho o que las facultades excepcionales le den a 
los gobernantes la posibilidad de apartarse de la legalidad, principio que debe estar sujeto a sus 












MECANISMOS JURÍDICOS EFECTIVOS PARA LIMITAR EL PODER DEL ESTADO EN 
COLOMBIA 
 
La suspensión de derechos fundamentales que suponen los estados de emergencia requieren de 
requisitos que anteriormente ya se han mencionado, sin embargo, es fundamental que esta 
restricción se de bajo la rigurosa aplicación de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, 
constituidos como aquellos mecanismos efectivos para limitar el poder del Estado en situaciones 
excepcionales.  
 
 El principio de razonabilidad nace en el derecho anglosajón, se relaciona con el due process 
of Law, y establece que la autenticidad de las actuaciones de los poderes públicos radica en la 
demostración o cumplimiento de ciertas reglas y procedimientos (Sapag, M, 2008); por su parte 
Bazán y Madrid señalan que la razonabilidad es todo lo que va en concordancia con los derechos 
fundamentales y los respete (Bazán y Madrid, 1991), de tal manera se puede relacionar con el 
estado de emergencia a causa de la pandemia covid 19, que si bien el Estado optó por dicha 
declaratoria, en la cual se restringieron derechos, esto no refiere la vulneración de los mismos, 
pues en todo momento el Estado está obligado a proceder razonablemente evitando la 
extralimitación de sus funciones. Por su parte, Martínez y Zúñiga, afirman que la razonabilidad y 
la proporcionalidad convergen en el mismo fin el cual se determina en evitar el abuso de poder 
(Martinez y Zuñiga, 2011). 
 
Teniendo en cuenta el objetivo del principio de razonabilidad, en lo concerniente a la 
suspensión de derechos en estados de emergencia, las medidas que se tomen bajo el amparo de 
este, tendrán la tarea idónea de únicamente enfrentar la crisis que conllevó a una situación de 
anormalidad, entonces la limitación de libertades y garantías constitucionales debe ser 
proporcional al fin necesario de hallar la normalidad.  (Sentencia C-916 de 2002). 
 
Este principio ha tenido una trascendencia importante en la doctrina europea, en el sentido 
que las medidas tomadas bajo el estado de emergencia se tendrán como legitimas si:  
 
 a) no es posible establecer otras menos gravosas, b) son aptas para contribuir en la solución del 
hecho que dio origen a la amenaza, c) la perturbación no puede conjurarse con procedimientos 
ordinarios y d) no exista otra medida de excepción que genere un impacto menor en términos de 
protección de derechos y garantías (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Observación 
29, 2001) 
 
Según la Comisión interamericana, la restricción de un derecho únicamente se justifica en la 
carencia de otra alternativa que permita darle solución a una situación excepcional que denote una 
grave emergencia, sin embargo, las medidas tomadas respecto a este evento deben ser estudiadas 
minuciosamente, a partir de un análisis del contexto, argumentar que las medidas ordinarias no 
son suficientes para afrontar dicho momento y demostrar cuáles son las medidas de emergencia 
que darán solución a la crisis sin que se vulnere o amenace un derecho fundamental (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020). 
 
 
Ahora bien, el principio de proporcionalidad nace en Alemania, antes de la primera guerra 
mundial. Su esencia radica en el objetivo de disipar controversias desde cuestionamientos 
objetivos, racionales y comprensibles entre principios constitucionales. (Klatt, M., Meister, M, 
2017); el análisis doctrinal que supone este principio, es a través de un procedimiento de 
ponderación, en donde se mide la intensidad de la actuación estatal frente al respeto a los derechos, 
eliminando así el abuso estatal (Martinez y Zuñiga, 2012). 
 
EL principio de proporcionalidad es inherente al Estado social de derecho, sobre el cual se 
consagra el Estado colombiano (Nogueira, 2010); por su parte Carbonell, afirma que este se 
enmarca en el precepto de límites de los límites respecto a los derechos fundamentales y su debido 
cumplimiento y garantía (Carbonell, 2008). En este sentido es importante relacionar que frente a 
los casos de abusos de poder por parte del Estado presentados durante la emergencia sanitaria por 
la pandemia Covid 19 y sobre los cuales se produjo diversas denuncias, así como el caso en 
concreto que contempla este artículo “la rebelión de las canas”,1 las disposiciones del ejecutivo 
deben estar minuciosamente argumentadas bajo los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, teniendo como fin el respeto por los derechos fundamentales. 
 
La proporcionalidad se define aplicando la regla que establece que todas las actuaciones del 
Estado en relación con sus ciudadanos deben corresponder a una utilidad, necesidad y 
proporcionalidad de estricto cumplimiento (Cianciardo, 2004), de igual forma la Corte 
Constitucional en sentencia C-144 de 2015, reconoce como elementos fundamentales que el juez 
constitucional debe considerar para el desarrollo de un test de proporcionalidad: a) la ideoneidad, 
la cual explica que hace referencia a que la medida tomada por el Estado respecto de los derechos 
de sus asociados debe ser la adecuada para llegar al objetivo propuesto; b) la necesidad, 
argumentando que la limitación al derecho fundamental es indispensable para buscar la solución a 
la crisis o soportar el hecho perturbador; y c) la proporcionalidad, destacando que la medida de la 
restricción de los derechos resulta directamente proporcional o equivalente al beneficio que se 
quiere alcanzar. (Sentencia C-144 de 2015). De tal manera que mediante el test de 
proporcionalidad se corrobora si la medida impuesta para combatir la emergencia no perturba o 
lesiona de manera excesiva los derechos fundamentales de los ciudadanos (Sentencia C-144 de 
2015). 
 
Por lo anterior, es importante resaltar que la debida aplicación de los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad posibilita al ciudadano para que haga valer sus derechos 
fundamentales, limitando la extralimitación del poder del Estado, así mismo insta a que las 
constituciones se nutran de la facultad de conceder derechos al mismo tiempo que impongan 
obligaciones respecto a las actuaciones (sociales y políticas) del Estado, de manera que el 
verdadero Estado social de derecho sea respetado atendiendo el interés general, la protección de 
derechos fundamentales y que el ejecutivo al momento de gobernar y establecer medidas con un 
fin específico en estados de emergencia lo haga de manera razonada. 
 
 
1 “La Rebelión de las Canas”: Rudolf Hommes y otros ciudadanos (conocidos como "la rebelión de las canas") interpusieron acción de Tutela en 
contra del Gobierno Nacional en el año 2020, reclamando la protección de sus derechos constitucionales a la igualdad, la libertad de locomoción 
y libre desarrollo de la personalidad al expedir los decretos 749 y 847, que ordenaron el aislamiento preventivo obligatorio para mitigar el impacto 





LA REBELIÓN DE LAS CANAS: LA PROTECCIÓN A LOS DERECHOS DE LOS 
ADULTOS MAYORES DE 70 AÑOS AFECTADOS POR EL CONFINAMIENTO A CAUSA 
DE LA PANDEMIA COVID 19 
Para llegar al tema de la rebelión de las canas, se hace fundamental desarrollar el contexto de los 
alcances del derecho fundamental a la libertad individual, para lo cual es indispensable consultar 
a Bobbio y sus preceptos sobre la libertad, la cual discurre en tres concepciones que determina 
libertad liberal, libertad autonomía, y libertad positiva. (Bernal, 2009, p.127-131). 
 
La libertad liberal, nace de la teoría liberal, Bobbio la define como "la facultad de realizar o 
no ciertas acciones sin ser impedido por los demás, por la sociedad como un todo orgánico o, más 
sencillamente, por el poder estatal" (Bernal Pulido, 2008). De tal manera que esta libertad a la que 
se refiere Bobbio conduce a todo lo que normativamente está permitido hacer, por su parte Hobbes 
lo determinó como el hecho en que un individuo pueda actuar naturalmente sin la prohibición de 
fuerzas extrínsecas.  
 
Otro concepto sobre la libertad expuesto por Bobbio fue la libertad autonomía, la cual 
proviene de la teoría democrática, y sobre esta establecía que "una voluntad libre es una voluntad 
que se autodetermina". De tal manera que esta concepción radica en hacer lo que nace de su 
voluntad de acuerdo con la autorregulación de cada individuo.” Bobbio señala además que “Los 
miembros de un Estado deben gobernarse por sí mismos ya que la verdadera libertad consiste en 
no hacer depender de nadie más que de uno mismo la reglamentación de la propia conducta” 
(Bobbio, 2003, pág. 306). 
 
La libertad positiva, germina de las teorías socialistas del siglo XIX, y Bobbio hace 
referencia a que esta clase de libertad radica en que el ser humano podrá hacer todo lo permitido 
por un ordenamiento jurídico, por tanto, la libertad liberal y autónoma no podrían existir si no se 
concretara la positiva, pues la conducta del individuo debe sujetarse a los derechos y deberes 
sociales. Bobbio determina que “los derechos sociales representan la concreción más adecuada de 
esta tercera libertad” (Bobbio, 2003, p. 307). 
 
El Estado basado en su objeto social, deberá garantizar y respetar el derecho a la libertad 
individual, en donde el libre desarrollo de la personalidad, la libertad de expresión y opinión, la 
libertad de pensamiento, conciencia, religión, derecho a la vida privada y la libre locomoción 
constituyen parte fundamental de la dignidad del hombre; no afectar su núcleo esencial aún cuando 
existan situaciones en donde la normalidad es interrumpida por un hecho perturbador y se recurra 
a instituciones de excepción para restablecer el orden público y se procure por el interés general.  
El derecho a la locomoción como parte de las libertades individuales, y como tema de 
discusión en el caso de la rebelión de las canas, cobra en este ítem su importancia, es así como se 
trae en contexto.  
 
La libre locomoción se contextualiza en la época del hombre primitivo. Las familias, los 
clanes, las tribus se desplazaban de un lugar a otro en pro de su supervivencia, sin la necesidad o 
el objetivo de hacer sus cimientos en determinado lugar, puesto que eran nómadas, ya que se 
 
 
asentaban por un tiempo no prolongado en sitios que por sus características les permitían 
mantenerse, se alimentaban, se resguardaban. 
 
 Esta forma de vida, fue cambiando en la medida que el hombre fue siendo consciente de 
desarrollar sus actividades para auto sustentarse sin necesidad de ir de un lugar a otro, y como 
consecuencia asentarse en un lugar determinado; de acuerdo con sus habilidades, fueron realizando 
trabajos en la agricultura, la domesticación de animales, unos para su alimento, otros como medio 
de trasporte.  
 
Construyeron poco a poco sus chozas, aldeas, villas, y así se fueron creando los primeros 
asentamientos, en la medida en que evolucionaban, surgieron las ciudades, entonces su 
desplazamiento pasó de ser una necesidad a una elección propia, a una razón de su voluntad, que 
como anteriormente se mencionó se constituye como una de las libertades individuales, y así se va 
formando el derecho a la libre locomoción, en la libertad que tiene cada ser humano para 
trasladarse de un lugar a otro por el tiempo que desee sin que afecte los derechos o libertades de 
los demás.  
 
El derecho a la libre locomoción se fundamenta en el artículo 24 de la Constitución Política 
de 1991, el cual establece la libertad que tiene todo ciudadano de entrar, salir, permanecer, circular 
y residenciarse en cualquier lugar de Colombia (Constitución Política, 1991).  
 
Internacionalmente se consagra a la libre locomoción en el artículo 13 de la declaración de 
los derechos humanos, el cual se basa en la libertad de circulación que tiene una persona dentro de 
un Estado.  (Declaración Universal de los Derecho humanos, 1948). 
 
El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, señala en su artículo 12, que toda 
persona que se encuentre dentro del territorio de un Estado tiene la libertad de movilizarse 
libremente en él, además determina que los derechos relacionados con las libertades individuales, 
no podrán ser objeto de limitaciones, a menos que se encuentren consignadas en la ley y atiendan 
a la necesidad de proteger otros derechos como el orden público, la salud, la moral pública, los 
derechos y libertades de terceros y sean concordantes con los demás derechos reconocidos en el 
Pacto. (Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, 1966).  
 
La Corte Constitucional en Sentencia T-518 de 1992, señala que el derecho a la libre 
locomoción no es un derecho absoluto, por lo tanto, es susceptible de limitaciones, salvo las 
mencionadas en el Pacto de los Derechos Civiles y Políticos – artículo 12, o las que nacen de 
sanciones penales, de otra forma debe ser respetado por las autoridades y los particulares 
(Sentencia T-518 de 1992).  
 
Con ocasión de la declaración del estado de emergencia económica, social y ecológica en 
Colombia a causa de la pandemia Covid 19, se restringieron diferentes derechos fundamentales, 
con el fin de contrarrestar la propagación del virus y así proteger la comunidad, por supuesto es 
fundamento del interés general y restablecimiento de la normalidad. Desde el mes de marzo a 
mayo de 2020, el gobierno nacional declaró dos estados de emergencia, amparado por el artículo 
215. Entre estos meses se expidieron una gran cantidad de decretos en diferentes rangos y 
temáticas, se restringieron libertades y derechos a los ciudadanos, coyuntura sobre la cual surge la 
 
 
preocupación de si ¿se extralimitó el ejecutivo en sus facultades?; pues bien,  los adultos mayores 
de 70 años viendo amenazados y afectados sus derechos a la igualdad, libre locomoción y libre 
desarrollo de la personalidad, constituyentes estas de la libertad individual, tal como se 
contextualizó anteriormente, decidieron exigirle al gobierno a través de una acción de tutela que 
respetara y restableciera estos derechos vulnerados por el confinamiento obligatorio que disponían 
sus decretos legislativos amparados por el estado de emergencia declarado. 
 
 Este grupo de adultos mayores, autodenominados “la rebelión de las canas”, fundamentaron 
la pretensión de su acción de tutela, bajo los siguientes hechos. Al inicio de la cuarentena 
obligatoria y bajo el amparo de la declaratoria de estado de emergencia, el ejecutivo colombiano, 
a través del ministerio de salud y protección social, expidió la resolución 646 de 2020, la cual 
dispone el aislamiento obligatorio para adultos mayores de 70 años en todo el territorio nacional, 
entre el 20 de marzo al 30 de mayo de 2020, argumentando que este rango de población era la más 
frágil frente al virus Covid 19 (Juzgado 61 Administrativo del Circuito de Bogotá, Sentencia T 
061, 2020). 
 
Posteriormente el 26 de mayo del mismo año, se promulgó la resolución 844 con el fin de 
extender el aislamiento obligatorio, nuevamente para la población mayor de 70 años, esta vez hasta 
el 31 de agosto de 2020, argumentando carecer de debida motivación; por su parte señalaron que 
el Presidente de la República y su Ministerio del Interior los discriminaron frente a la población 
menor de 70 años, al expedir los decretos 749 y 847 de 2020, en donde se determinó que estas 
personas mayores de 70 años, únicamente podrían salir de sus casas tres veces por semana, durante 
una hora, para el desarrollo de actividades físicas y entre tanto el otro rango de población menor 
lo pudo hacer todos los días de la semana por un tiempo estimado de dos horas cada día  (Juzgado 
61 Administrativo del Circuito de Bogotá, Sentencia T 061, 2020). 
 
Por lo anterior, “la rebelión de las canas”, consideró que sus derechos a la libre locomoción, 
la igualdad y libre desarrollo de la personalidad fueron vulnerados con la expedición de los 
mencionados decretos, argumentando además, que si bien se le ha determinado como la población 
más vulnerable a padecer de los efectos del Covid 19, las restricciones hechas a sus derechos han 
resultado discriminatorias, y han afectado su salud mental, por lo tanto aseveraron que entendían 
la gravedad de la situación, sin embargo, había otros caminos persuasivos para contribuir a 
aminorar la crisis, tal como el autocuidado (Juzgado 61 Administrativo del Circuito de Bogotá, 
Sentencia T 061, 2020). 
 
Propusieron en la demanda, realizar un test de proporcionalidad, mediante el cual se estudie 
la constitucionalidad de los fines de la medida, adecuación, proporcionalidad y necesidad, esto 
teniendo en cuenta la afectación de sus derechos y la falta de justificación de las mismas. 
 
El Juzgado 61 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá -Sección Tercera, amparó los 
derechos de los accionantes, basado en las razones de que, si bien la cuarentena preventiva 
confluye como una de las soluciones para controlar la propagación del virus Covid 19, la extensión 
de esta medida trae consigo efectos perjudiciales en la población mayor de 70 años 
desencadenando afecciones psicológicas, depresivas, que terminan deteriorando la salud de estas 
personas (Juzgado 61 Administrativo del Circuito de Bogotá, Sentencia T 061, 2020). 
 
 
Por tal motivo estas disposiciones resultan desproporcional, innecesarias para garantizar su 
constitucionalidad, en el entendido de que el ejecutivo puede optar por otra clase de medidas para 
proteger la salud y vida de este grupo poblacional y la comunidad en general, de manera que no 
conlleve a un perjuicio de sus derechos fundamentales; además estas restricciones conducen a 
condiciones indignas de las personas mayores de 70 años, precisamente al incrementar su 
aislamiento obligatorio a diferencia del resto de la población sin una justificación válida, tampoco 
se les dio la posibilidad de decidir de acuerdo a sus condiciones a aceptar la prolongación de su 
confinamiento, por su parte el juzgado determina “que la medida es desproporcionada, porque para 
alcanzar el mismo nivel de protección de los fines constitucionales referidos se puede acudir a una 
medida menos restrictiva” (Juzgado 61 Administrativo del Circuito de Bogotá, Sentencia T 061, 
2020). 
 
Igualmente indica que estas medidas de aislamiento prolongado provocan una controversia 
con los derechos de la vejez a razón de:  
 
1)la discriminación por edad, vulnerabilidad y capacidad jurídica de las personas mayores; 2) 
derechos humanos de autonomía (autodeterminación, libertad, propiedad en la vejez; 3) derechos 
humanos de participación de la familia, la inclusión social, y participación política; 4) derechos 
sociales, fundados en las exigencias de la igualdad material de las personas mayores (Juzgado 61 
Administrativo del Circuito de Bogotá, Sentencia T 061, 2020).  
 
El juzgado 61 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá -Sección Tercera, relacionó lo 
establecido en la observación N° 14 de 2000 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, respecto a la protección de la salud de los adultos mayores, en donde son enfáticos en 
señalar que las medidas que se deben tomar en torno a la rehabilitación de estas personas deben 
ser guiadas a preservar su funcionalidad y autonomía, así mismo, serán proporcionales cuando se 
trate de salvaguardar la salud pública, de tal manera que se optará por la disposición menos lesiva 
de derechos fundamentales para esta población adulta mayor. (Juzgado 61 Administrativo del 
Circuito de Bogotá, Sentencia T 061, 2020). 
 
Por lo anterior es claro que si bien el ejecutivo con el fin contrarrestar una crisis que genera 
una situación de anormalidad puede declarar algún estado de excepción, y bajo este se amparan 
sus facultades extraordinarias en pro del bien común e interés general, las medidas tomadas dentro 
de esta institución no deberán superar o afectar el núcleo esencial de los derechos fundamentales, 
aun cuando se le permitan ciertas restricciones a los mismos, para lo cual es fundamental sujetar 
sus actuaciones a los principios de proporcionalidad y razonabilidad, salvaguardando la legalidad 




En Colombia la declaración de estados de excepción ha sido una constante, y de acuerdo con las 
preferencias del gobierno de turno, tendiendo a restablecer el orden que una crisis refleja en el 
país, sin embargo las facultades extraordinarias amparadas en dichas instituciones de excepción, 
conducen a la extralimitación del poder por parte del ejecutivo, conllevando a una vulneración de 
derechos fundamentales, a partir de las diferentes restricciones que se decretan,  lo que da lugar a 
concluir que estas medidas han sido ineficaces. 
 
 
 El ejecutivo deberá en todo momento estudiar las medidas o disposiciones idóneas para 
controlar la situación de anormalidad antes de declarar el estado de excepción, previendo la 
legalidad de sus actuaciones y la correspondencia con la supremacía de la Constitución.  
 
Las restricciones a las libertades individuales, superan el núcleo esencial cuando de manera 
irrazonable una medida imposibilite alcanzar los deseos de su voluntad, elegir libremente de 
acuerdo con sus condiciones lo conveniente para sí mismo. 
 
Aplicar los principios de proporcionalidad y razonabilidad son los mecanismos más eficaces 
para determinar la constitucionalidad de la declaratoria de estados de excepción y las medidas 
expedidas bajo su amparo, favoreciendo la protección de libertades y derechos fundamentales de 
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